Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Bango).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 19.) 


La Comisión Especial para el Análisis de la Legislación Relativa a los Temas de Seguridad 
Pública y en Especial la de los Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal tiene el gusto de recibir al 
Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi, y a la psicóloga Gabriela Fulco y a la doctora Silvia 
Izquierdo, asesoras. 


Esta Comisión de la Asamblea General que se instituyó para tratar los temas de seguridad, 
particularmente aquellos que tienen que ver con los menores de edad que están en conflicto con la ley 
penal, ya ha tenido dos instancias de reunión y sesionará hasta el lunes 27 de diciembre, inclusive, 
teniendo como plazo el día 29 para emitir un informe. 


Al margen de la escasez de tiempo que tenemos, hemos entendido oportuno realizar algunas 
entrevistas con los actores claves en esta temática, entre los cuales se encuentra el Ministerio del 
Interior. La idea es que podamos tener un primer acercamiento con esa Cartera sobre la temática de la 
seguridad que, en esta Comisión en particular, decidimos acotarla a las cuestiones vinculadas a los 
menores de edad en conflicto con la ley penal. No obstante, si el señor Ministro entiende pertinente 
hacer algún aporte que tenga que ver con aspectos generales para después aterrizar en este tema, 
nos parecería muy adecuado. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Previo al tratamiento del tema en concreto, quiero plantear lo 
siguiente. 


Nosotros estuvimos en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes, en la Comisión de Constitución y Legislación del 
Senado y en la Comisión bicameral de estudio de la situación de las cárceles, y en las tres 
oportunidades -inclusive en más instancias- planteamos la necesidad de elaborar un proyecto de ley 
del Instituto Nacional de Rehabilitación en general, tal como surgió de la Comisión multipartidaria de 
seguridad. Así estaba planteado el tema y dentro de ese Instituto podría tocarse el de la minoridad. 


En esa oportunidad planteamos que había tres caminos para elaborar ese proyecto de ley: 
en primer lugar, que nosotros elaboráramos uno y lo enviáramos para que se discutiera en el Poder 
Legislativo, donde le hicieran los aportes y los cambios que fueran necesarios; en segundo término, 
que enviáramos ideas generales y que la tarea legislativa surgiera del Parlamento y, en tercer lugar, 
que se convocara a una Comisión bicameral con integración del Ministerio del Interior, para elaborar 
juntos el proyecto de ley. 


Pensamos que la convocatoria de hoy era para eso, pero nos enteramos que no. 


De todas maneras, aclaro que nos urge el tratamiento de ese tema, entonces, si no es 
posible hacer un proyecto de ley en conjunto, vamos a enviar uno en general, como figura en el 
documento de la Comisión multipartidaria. En el proyecto de ley de Presupuesto ya se establece la 
transformación del Sistema Nacional de Cárceles en el Instituto Nacional de Rehabilitación y se 
nombra al Director, pero faltan los cometidos fundamentales, lo que tiene que surgir de una ley. Quería 
plantear esto en forma previa al tratamiento del tema, que hoy es mucho más acotado. Pero, reitero, 
nos urge una iniciativa en ese sentido porque estamos trabajando en eso; estamos dando varios pasos 
en función del Instituto y necesitamos el proyecto de ley. Nosotros podríamos haber elaborado la 
iniciativa, pero nos pareció que había habido acuerdo en que era mejor el camino de convocar una 
Comisión con participación del Ministerio del Interior para elaborar juntos el proyecto. Fue por eso que 
no enviamos nada todavía. 


SEÑOR MOREIRA.- Aquí hay varios Legisladores que estuvimos en la Comisión multipartidaria y allí 
coincidimos en la necesidad de la creación del Instituto Nacional de Rehabilitación, recogido en el 


proyecto de ley de Presupuesto y establecido para delincuentes mayores de edad; en cuanto al de 
menores, quedó una zona gris relativa a que podía ser una rama del primero o podía existir una rama 
para mayores y otra para menores. Se crearía un Instituto Nacional de Rehabilitación -habíamos 
presentado ese proyecto y creo que hay más de uno en ese sentido- un servicio descentralizado o una 
forma jurídica especial para menores de edad. Las dos alternativas me parecen viables. 


Esta Comisión tiene acotado su objeto al tema de la minoridad infractora, por eso nos 
abocamos a ese asunto, pero en lo que a nosotros respecta la posibilidad puede ser la creación de un 
instituto con dos ramas, o la creación de dos institutos: uno para mayores y otro para menores. Esa es 
la tesitura del Partido Nacional. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Efectivamente es así. Se deja una zona difusa que prioriza algo 
concreto que es que el instituto se encargue de la logística, la administración y la seguridad de un 
nuevo Instituto Nacional de Rehabilitación que podría tener una gerencia para menores. Se puede 
entender de las dos formas que acaba de sintetizar el señor Legislador Moreira. Yo lo planteaba 
solamente como inquietud previa; debemos avanzar por lo menos en algunas ideas porque es un tema 
que nos resulta urgente. Aclaro que también este tema nos resulta urgente, no es algo menor; está 
dentro de nuestras preocupaciones y lo hemos dicho varias veces. Acá hay todo un debate y cuando 
participamos decimos que lo central hoy es la construcción de un instituto de rehabilitación de menores 
que realmente los contenga; no tenemos duda en ese sentido. A veces nos parece ociosa la discusión 
relativa a bajar la edad de imputabilidad o aumentar las penas porque ningún menor cumple el tiempo 
que el Juez indica que tiene que estar privado de libertad. Nadie recibe el tratamiento que el Juez 
indica. Entonces, no podemos saber si eso es adecuado o no porque nadie lo cumple. El primer paso 
es contar con un instituto que asegure que si el Juez establece tres años de pena, se cumpla ese plazo 
y no seis días. 


Hemos planteado situaciones límite. Hace pocas semanas la Policía detuvo un menor 
acusado de haber matado a una persona, fue ante el Juez, este resuelve su internación, de tarde va a 
al Instituto donde será rehabilitado y al día siguiente la Policía lo detiene por rapiña. Eso es 
absolutamente insostenible. 


Ese es el primer elemento que, a nuestro juicio, hay que resolver. 


También vemos que muchas veces se discute sobre posiciones teóricas: si lo que se 
necesita aumentar son las penas o la carga de horas privado de libertad, o reforzar la contención fuera 
de la privación de la libertad, es decir, la contención social, las políticas sociales. A veces, esa nos 
parece una discusión que está en los libros. Inclusive, hay Jueces que se plantean las cosas de esa 
forma. Hace unos meses critiqué públicamente a un Juez, me llamaron a un encuentro con el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia y pensé: "Bueno, acá me tiran de las orejas, porque yo no 
puedo hacer eso". Sin embargo, me dijeron: "Todos tenemos la sensación de que lo que usted dice es 
cierto, por lo tanto, el Juez que usted criticó será trasladado y va a ser Juez de Familia, ya no será Juez 
de Menores". Ese Juez entendía que el INAU no contenía a nadie por lo que entregaba el menor a los 
padres, que lo iban a contener mejor. En los libros lo contienen mejor; si es una familia normalmente 
constituida, con trabajo, funcionando, pero si lo mandó robar, no lo contiene mejor. Al contrario, es 
parte del problema, no de la solución. Entonces, cuando es así -y es así muchas veces- el eje está en 
un instituto de rehabilitación de menores que tenga políticas claras. Tampoco se trata de que estén en 
un instituto privados de libertad, pero no donde circula la droga o el paradigma fundamental sea quien 
tiene más rapiñas u homicidios. No debe ser un lugar donde a quien esté privado de libertad se lo 
induzca a identificarse con el victimario. Si en nuestras cárceles el que predomina es el que tiene más 
delitos graves cometidos, toda la estadía allí estará pautada por eso y no habrá rehabilitación posible. 
Por más que el menor en lugar de cuatro años, esté ocho privado de libertad, si va a estar con ese 
programa por delante, no va a obtener ninguna mejoría, al contrario, va a hacer un posgrado del delito 
de los trece años en adelante en institutos de menores y de los dieciocho en adelante en cárceles. Por 
lo tanto, la seguridad es un elemento fundamental pero también el programa de rehabilitación. 


He contado varias veces en la Comisión, a la prensa o en charlas que hace un mes o dos 
estuvimos con el Inspector Guarteche en Israel. Yo tenía cierta visión de lo que podría ser la política 
hacia adentro del Estado de Israel a partir de lo que era la política hacia fuera, que es muy dura. Nos 


encontramos con un instituto único, el más duro, en el que tienen a los menores reincidentes que ya 
pasaron por un sistema tipo INAU y reincidieron o a los que cometieron delitos muy graves; a esos los 
tienen en otro lado. Era un complejo carcelario con una seguridad muy fuerte pero cada cárcel o cada 
lugar de privación de libertad tiene una orientación completamente distinta. El instituto de menores lo 
conducen quienes se preocupan de la rehabilitación de menores, con un grado de seguridad fuerte. Ahí 
tienen un programa continuo, completo, desde que arranca hasta que termina, y va a la rehabilitación. 
Hay cosas que ni nos pasan a nosotros por la cabeza cuando encaramos el tema. Por ejemplo, cada 
menor tiene que tener una mascota y el instituto se la proporciona. Puede ser un loro, un pez, cualquier 
animal chico, y tienen que cuidarlo. Por supuesto que esto produce que el menor se encariñe con ese 
animal. Los psicólogos que orientan el instituto consideran esto como el compromiso con la vida, y 
trabajan en ello. 


También tienen un zoológico de animales inofensivos con palomas, gallinas, conejos, 
ratones blancos, guineas y otro tipo de pájaros, y algunos que no son tan inofensivos, como culebras e 
iguanas. Los cuidan de a cinco menores, con un psicólogo. Los alimentan, limpian, ven el 
comportamiento de la vida cotidiana del animal y, a menudo, les dan de comer a las víboras. Hay una 
pecera grande, vacía, con una víbora y un ratón blanco. La víbora se lo come con todo el rito que eso 
implica: el ratón se asusta y finalmente la víbora lo aprieta. Cuando lo hace, el ratón orina y defeca. Se 
dan algunas situaciones. Un menor que violó a una niña muy pequeña se conecta con su víctima -no 
con el ratón- y a partir de esa conexión comienza un proceso distinto, muy a favor de la rehabilitación. 


Un tercer elemento es que fuera del celdario hay un recinto. Nosotros entramos con el 
Inspector Guarteche, el Embajador uruguayo en Israel y una chilena -que habitaba en Israel- 
encargada de todo este proceso, que nos pregunta: "¿Qué es esto?". Nosotros miramos y dijimos: "Un 
living". Era un living de lujo, con un plasma muy grande, muebles modernos, colorido, agradable, de 
clase media alta israelí, bastante más alta que la nuestra. También tenía una cocina, una heladera llena 
de cosas. Le preguntamos si allí recibían a las visitas y nos contestó que las visitas iban a otro lugar, 
que allí periódicamente un psicólogo se reunía con el menor y su familia para que viera que eso le 
esperaba afuera. Los menores pueden ir hacia eso o volver a la celda. La conducta que tengan, los 
lleva a la celda o a eso. Están continuamente mostrando los dos caminos. Esto está acompañado por 
clases que toman de a cinco. Es un proyecto de rehabilitación que tiene un porcentaje muchísimo más 
alto que el nuestro de menores que se rehabilitan. 


En España vimos algo parecido. Les muestran las dos posibilidades y la progresividad 
interna -esto se da más en las cárceles de mayores, pero es igual en el caso de los menores- de 
acuerdo con la conducta. Se les muestra la progresividad y el retroceso, si la conducta no es la 
adecuada. 


Para nosotros eso es lo que hay que construir: la prioridad. No entramos en la discusión de 
más o menos penas o de bajar la edad de la imputabilidad. Esta es la prioridad. 


Hay otro elemento en el debate, que se hace sobre la dureza de las penas, la edad de la 
imputabilidad y los antecedentes. En el caso de los antecedentes, entendemos que deberían tenerse 
más en cuenta, no porque rehabilite o no, sino porque muchas veces se cometen delitos muy graves, 
fundamentalmente homicidios, rapiñas, violaciones, secuestros y copamientos, que además tienen una 
reiteración importante. Para nosotros no cambia mucho si tiene 17 años y 360 días o 18 años y 3 
meses. Si cometió esos delitos hasta los 17 años, no mejora cuando cumpla 18. Inclusive, cuando 
hablamos con la Suprema Corte de Justicia, con CEJU y con la Asociación de Magistrados, nos dijeron 
que los Jueces tienen en cuenta los antecedentes, aunque no haya que hacerlo. Pero los tienen en 
cuenta de la peor manera. Un mayor por tres, cuatro o cinco meses, que tiene un antecedente grave 
como menor y lo tienen detenido por algo leve, va a obtener la libertad en pocos meses. Para evitar 
eso hacen una cosa u otra. Lo envían primero al INAU a que cumpla la pena por los delitos que le 
quedan pendientes de cuando era menor y luego lo mandan al COMCAR por el delito que cometió 
como mayor o, peor todavía, primero lo mandan al COMCAR por el delito que cometió como mayor y 
luego al Juez de menores para que cumpla por lo que le quedó pendiente. Entonces, al INAU va una 
persona que tiene experiencia, que estuvo en el COMCAR y que será un modelo para seguir la carrera 
del delito. Ese es el peor camino que se puede seguir si se tienen en cuenta los antecedentes. 


Entendemos que corresponde tener en cuenta los antecedentes, fundamentalmente en esos 
cinco delitos a que hice referencia. Hemos hablado sobre esto y tenemos cierto consenso dentro de la 
fuerza política que gobierna sin tener un texto expresamente delineado. 


Creo que por allí van los dos elementos más fuertes, sobre los que podrá conversarse y 
profundizarse más: la construcción de un Instituto Nacional de Rehabilitación y tener en cuenta los 
antecedentes en delitos graves. Se podría manejar la idea de que algunas cosas sean claramente 
contenidas con penas alternativas, en la medida en que haya un seguimiento no solo de los mayores, 
sino también de los menores. 


SEÑOR LACALLE POU..- Creo que el señor Ministro ha sido muy explícito. Habló de la creación por 
ley -y subrayo "por ley"- de un instituto de rehabilitación, eventualmente del menor. 


Entiendo que el señor Ministro estaría de acuerdo con el tema de los antecedentes de los 
menores, vía antecedentes judiciales e infracciones a la ley penal. Por lo que manifiesta, no está 
convencido o no cree que el agravamiento de penas sea el camino. Nosotros sí lo creemos. La máxima 
pena en un homicidio o en una violación son cinco años. 


Quisiera saber qué opina el señor Ministro respecto a la tentativa, en cuanto a la modificación 
de los artículos 69 y 72 del Código de la Niñez y la Adolescencia, que hoy no está penada en 
determinadas infracciones a la ley penal. 


SEÑOR VIERA.- La exposición del señor Ministro fue muy clara. Coincidimos en que la prioridad es 
generar el instituto, aunque yo diría que no solamente esto sino todo lo que implique tener la real 
posibilidad de contener a los menores infractores, porque si seguimos creando institucionalidad y no 
tenemos los recursos para invertir en edificios adecuados para la rehabilitación y la contención, vamos 
rumbo a un nuevo fracaso. 


Quisiera saber qué piensa el señor Ministro respecto a algo que no fue tratado en la 
Comisión Multipartidaria, que es el tiempo de prescripción de los delitos de los menores. Obviamente, 
esto está en el Código de la Niñez y la Adolescencia y nos parece que también es un aspecto a 
corregir, ya que los delitos de los menores prescriben en un año o en dos, según su gravedad. 


SEÑOR RADÍO.- El señor Ministro expresó una visión favorable a tener en cuenta los antecedentes en 
casos de delitos muy graves y con reiteraciones frecuentes. ¿En qué influiría tener en cuenta los 
antecedentes en el caso de los menores? ¿Se considerarían como agravantes del delito, tendrían que 
ver con la definición de peligrosidad, con el modo de reclusión, con el agravamiento de la pena? 
¿Tendría las mismas repercusiones que para los adultos? 


SEÑOR MOREIRA.- Hace unos días tuvimos una larga sesión con el Directorio del INAU. Allí se nos 
planteó la posibilidad de realizar anteproyectos para que, por lo menos por un plazo de dos años o algo 
así, el INAU se siguiera encargando de la custodia y la rehabilitación de los menores infractores. Ellos 
señalaban que cuando se cree el instituto de rehabilitación, mientras se designan funcionarios y se 
arma toda su estructura administrativa, va a quedar un espacio vacío que alguien tendrá que llenar. Por 
lo tanto, el INAU, a través de una Comisión delegada, podría encargarse durante un período de tiempo 
de todo el proceso de custodia y rehabilitación de los menores infractores, con los actuales 
funcionarios y algunos más de los que se lo dotaría. Quisiera saber qué opina el señor Ministro al 
respecto, si es que está al tanto de esto. 


Por otro lado, a todos nos ha generado dudas el porcentaje de participación de los menores 
infractores en la actividad delictiva. Yo he encontrado contradicciones entre los enfoques y cifras 
manejados por UNICEF y los brindados por el Ministerio del Interior. En un caso, se dan porcentajes de 
participación muy bajos y, en otro, una participación muy importante en la actividad delictiva, que 
supera el 40% de los delitos, sobre todo en las modalidades más violentas. 


Entonces, me gustaría saber qué incidencia otorga en este momento el Ministerio a esa 
participación de menores en actividades delictivas, especialmente en sus modalidades más violentas. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a empezar contestando la última pregunta. 


Para nosotros es muy importante la cifra de participación de menores en delitos y, 
fundamentalmente, en rapiñas. Creemos que los datos que estaban dando tanto el Observatorio como 
UNICEF están equivocados, y no porque tomen mal los datos sino porque sacan mal el porcentaje 
sobre los datos que obtienen. El sistema que utilizan es tomar la cantidad de delitos cometidos, en 
general o rubro por rubro, y luego calcular el porcentaje de menores internados por los Jueces, pero 
eso no da la participación de menores en delitos sino el porcentaje de menores procesados. Si 
hacemos lo mismo con los mayores -cantidad de delitos y cantidad de procesados- no da nada. El 
número de rapiñas de enero a octubre ronda las 8.600. Sin embargo, hubo 555 procesamientos de 
mayores y 360 de menores. Es decir que se procesó a novecientas personas, sobre un total de 8.600 
rapiñas. Esto es más grave aun si después se estudia cuántas fueron aclaradas. Se aclara un 
porcentaje mucho más alto que el de procesamientos. Entonces, debemos concluir que un 
procesamiento no es una rapiña. Se puede procesar por cinco, ocho o diez rapiñas. 


Pero ese criterio el Observatorio no lo utilizaba para determinar la participación de mayores 
porque, si no, sería mucho menor. Así como es menor la de menores, también lo sería la de mayores. 
Nosotros utilizamos otro criterio, que puede ser discutible. De esas 8.600 rapiñas, alrededor de 5.000 
fueron cometidas por mayores y unas 3.000 por menores, según denuncias policiales. Eso nos da un 
46%. Se puede decir -y con razón- que no todas las denuncias a menores eran acertadas, porque 
puede tratarse de un mayor que tiene dieciocho años y tres meses. La persona se puede equivocar al 
denunciar. Por eso utilizamos la otra forma de medir el porcentaje: si fueron procesados 555 mayores 
y 360 menores, podemos decir que los menores internados son más del 40% respecto a los mayores 
procesados. Habrá que discutirlo, porque el primer criterio a nosotros no nos da nada. Con este 
procedimiento, a lo sumo, podremos decir que se aclaró -también está mal- el 4,5% de las rapiñas 
cometidas por menores y el 11% de las cometidas por mayores. Pero nosotros sabemos que se 
aclararon más de la mitad, por lo que algo está mal en ese porcentaje. Eso lo hemos dicho y lo vamos 
a seguir diciendo, y no nos preocupa el hecho de defender que no hay que bajar la edad de 
imputabilidad aunque digamos esto. Uno tiene que sostener una posición a partir de la realidad sin 
modificaciones, y no modificar la realidad para sustentar la idea que se defiende. En este caso, 
nosotros entendemos que no hay que bajar la edad de imputabilidad, pero tampoco hay que bajar las 
cifras de participación de menores, porque de esa forma no resolveremos el problema. 


También se preguntó qué se hace con los antecedentes. Nosotros consideramos que 
conservar los antecedentes tiene varios efectos. El antecedente, tal como lo entendemos nosotros, se 
tiene en cuenta cuando un mayor comete un delito de los que mencioné, es decir rapiña, violación, 
homicidio, secuestro o copamiento. En estos casos, el Juez puede solicitar los antecedentes de esa 
persona cuando era menor, lo que agrava la pena. 


Los antecedentes también condicionan la posibilidad de libertad anticipada. Además, la 
política de rehabilitación es distinta y la clasificación también. Si no se tiene en cuenta esto, fracasa 
todo lo demás. Puede fracasar la rehabilitación de quien no tiene esos problemas. Digo esto porque se 
utilizan distintas políticas, por ejemplo, para un menor que tuvo determinada participación en delitos 
que para otro que tiene otro tipo de participación en delitos. Todo esto hay que tenerlo en cuenta, 
porque la situación de aquellos que no tienen gran participación en delitos se puede ver agravada. Hay 
que considerar que algunos siguen la carrera del delito, y otros cometen algún delito. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quizás entendí mal, pero creo que el señor Ministro dijo que se utilizarán los 
antecedentes sobre aquel mayor que cometa determinados delitos. Pero lo que yo entiendo -y hacia 
donde iba el planteo original, con algunas sugerencias del Frente Amplio- es que los antecedentes se 
utilizarán, a solicitud del Juez, sobre cualquier mayor que cometa cualquier delito, y que lo que figurará 
es la infracción grave a la ley penal. No sé si soy claro. Lo que interpreto de las palabras del Ministro es 
que se utilizarán los antecedentes del mayor que cometa determinados delitos, pero lo que yo entiendo 
es que a cualquier mayor que cometa un delito se le rastrearán los antecedentes -que estarán vigentes 
o no se destruirán- si llegamos a un acuerdo, sobre determinadas infracciones graves a la ley penal. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Yo manejé -por que es lo que acordamos- cinco tipos de delitos: 
rapiña, copamiento, secuestro, violación y homicidio. 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Ministro habló de utilizar los antecedentes sobre mayores que 
hayan cometido determinados delitos, pero para aclarar quiero decir que las infracciones a la ley penal 
que van a contar serán las cometidas durante la minoridad. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Por supuesto. Estamos hablando de los delitos cometidos 
durante la minoridad, pero que deben ser tenidos en cuenta para la pena a aplicarse durante la 
mayoría de edad, para la libertad anticipada, para la política de rehabilitación y para la clasificación. 


Por otro lado, no hemos profundizado demasiado con respecto a las tentativas. Sin embargo, 
eso puede estar contemplado con penas que no sean necesariamente de privación de libertad, sino 
alternativas. Digo esto porque estuvimos analizando algunos casos, y voy a narrar uno. Hace un 
tiempo se detuvo a una pareja de mayores, pero que un mes antes eran menores. Estos jóvenes 
fueron detenidos por un intento de rapiña; el muchacho llevaba un cuchillo y la muchacha un trozo de 
espejo, y con estos elementos trataron de robar a una menor. Entonces, fueron llevados a una 
Seccional, pero como no se había cometido un robo o una rapiña -solo había sido intento- y la 
muchacha que estaba siendo rapiñada no vio el cuchillo debido a que la tenían agarrada del cuello por 
atrás, el Juez los dejó en libertad. Pero a los tres días volvieron a detenerlos -precisamente en la 
cooperativa donde vivo- a los diez minutos de haber robado a una muchacha dos celulares, dinero y 
otras cosas. Entonces, como solo se pudo recuperar un celular -lo demás no fue encontrado- fueron 
procesados por rapiña y marcharon presos. Lo que digo es que cuando cometieron la tentativa de robo 
se les podría haber penado con tareas comunitarias y seguimiento. Creo que eso hay que debatirlo. 


Con respecto a la prescripción, consultado por el Senador Viera, todavía no hemos hablado. 


SEÑOR MOREIRA.- Yo hice una pregunta que el señor Ministro no contestó, pero quizás no esté en 
conocimiento del tema. 


Quisiera saber qué le parece la propuesta realizada por el INAU en cuanto a crear una 
especie de órgano desconcentrado, una Comisión delegada de integración tripartita -luego se vería la 
forma de designación- para encargarse de la custodia y rehabilitación de los menores infractores por 
un período determinado de tiempo, hasta que se cree el Instituto Nacional de Rehabilitación. No 
sabemos si este Instituto se encargará de los mayores y los menores o si habrá uno especial para 
menores, pero lo que quiero saber es si el señor Ministro considera viable llevar adelante esa 
propuesta -ya sea con los actuales funcionarios del INAU y con un proceso de apoyo en infraestructura 
e inversión o con una dotación mayor de funcionarios- a fin de mejorar lo relativo a la custodia y 
rehabilitación de los menores. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Creo que es necesario hacer eso porque, si este debate lleva 
mucho tiempo, será mucho el tiempo que estaremos sin Instituto, y para mí es urgente. Es más: lo 
hablamos con el Presidente del INAU y creíamos que era posible que, además, el Ministerio del Interior 
ayudara en este proceso, sobre todo en lo que tiene que ver con la planificación de la seguridad. El 
punto complejo es si con los actuales funcionarios se puede llevar adelante un Instituto de estas 
características, que debe tener funcionarios especializados en este tipo de política. Cuando nosotros 
asumimos modificaciones en la política de cárceles nos planteamos cambiar a los responsables, 
porque no se puede cambiar las políticas si no se reemplaza a los responsables. Muchas veces los 
responsables son los que dirigen, pero otras veces son también los que han estado mucho tiempo con 
determinada tarea que dificulta asumir otra. De todas maneras creo que, por lo menos, van a entrar 
ochenta nuevos funcionarios al INAU, y tienen la posibilidad de tomar más gente. En los últimos meses 
ha ingresado gente nueva, lo que hace un número importante. Creo que es necesario llevar adelante 
esto. 


SEÑOR VIERA.- Tengo entendido -no sé si la cifra es correcta- que aproximadamente el 25% de los 
menores infractores que están privados de libertad padecen enfermedades crónicas -los llamados 
"inadaptados sociales"- que hacen que puedan considerarse irrecuperables. ¿Esto es así? En ese 
caso, ¿deberían separarse de lo que hoy es el tratamiento de los menores infractores? ¿Cuál es la 
opinión del Ministerio al respecto? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a dejar que la Licenciada Fulco responda esta pregunta, 
pero antes voy a decir algo. 


No conozco la cifra, pero creo que cuando se habla -como dijo el señor Legislador- de 
inadaptados, más allá del adjetivo que utilice, no se aplica solo a los menores sino también a los 
mayores, a los presos que están en las cárceles masculinas y a las presas que se encuentran en las 
cárceles femeninas. Se ha estudiado -por lo menos en una muestra importante- qué pasó con la niñez 
y la adolescencia de quienes están presos hoy. Creo que lo que está demostrando ese estudio es que 
un porcentaje muy pero muy alto fue víctima de violencia temprana. Primero fueron víctimas de 
violencia temprana y después, en su desarrollo, entran en este tipo de carrera. 


SEÑORA FULCO.- Respecto al número de 25% de menores, nosotros no tenemos conocimiento ni 
registro estadístico de las actuales internaciones del INAU, así que de eso no podemos opinar. 


En cuanto al porcentaje de enfermos crónicos, habría que definir exactamente a qué nos 
referimos cuando hablamos de enfermos crónicos. Me imagino que no está haciendo alusión a 
enfermedad física sino psíquica. 


El señor Ministro hacía referencia a dos estudios que se hicieron dentro del sistema 
penitenciario. Uno de ellos lo realizamos en el año 1985. Fue una investigación científico criminológica 
que apuntaba a evaluar la existencia de procesos de victimización tempranos en esta población de 
adultos en el Penal de Punta Carretas. En ese momento se pudo encuestar un promedio de mil 
quinientos presos. En esa búsqueda de procesos de victimización tempranos para entender la causal y 
el fenómeno de la criminalidad encontramos que más del 85% de los allí internados registraban algún 
tipo de violencia social y/o familiar, entendiendo por social, orígenes en la pobreza, el abandono, el 
trabajo infantil, la prostitución, la institucionalización temprana, la situación de calle, la mendicidad, la 
vagancia, etcétera, etcétera, etcétera, que se conjugan y generalmente se dan en forma conjunta con 
factores de violencia social del mismo nivel: abandono temprano, maltrato físico, emocional, abuso 
sexual, explotación sexual comercial. Ese mismo estudio lo repetimos entre 2006 y 2009 en el 
establecimiento correccional y de detención de mujeres Cabildo, y nos dio el mismo porcentaje, lo cual 
nos habla de que tenemos una población recluida cuyo rasgo es, básicamente, la vulnerabilidad. Por lo 
tanto, en esta mirada que estamos haciendo hoy respecto, sobre todo, a mantener o no los registros, a 
pasar los antecedentes de menores, creo que estos estudios inciden en ese sentido. 


El Estado falló primariamente al no detectar en forma precoz esta violencia social y/o familiar 
de que era objeto esa población infantil que merecía protección. Al fallar los sistemas de detección 
precoz no se puede realizar la intervención temprana y el posterior tratamiento y corte de esos ciclos 
de violencia. Evidentemente, hay resonancias y múltiples causales del delito, pero esto tiene un peso 
importante y sustantivo, lo cual determina, entre otros, un cada vez más temprano inicio en el consumo 
de drogas y en las adicciones. Hoy se está detectando el consumo temprano de inhalantes en niños de 
8 y 9 años, y la cifra certera de inicio en el consumo es a partir de los 12 años, vinculado a la comisión 
de inconductas y de infracciones en esa edad. Por lo tanto, ahí tenemos otro foco que suma a la 
vulnerabilidad de estas situaciones que antecedían o que coexisten, que son las de la violencia social 
y/o familiar. Si además de eso sumamos que, en esa posible institucionalización temprana en institutos 
de reclusión por las infracciones por las cuales son capturados -muchas veces no lo son- el control 
social falla y no damos la oportunidad de tratamientos que interrumpan la conducta violenta, 
evidentemente que esto no se arregla ni cede a partir de los 18 años. Quiere decir que el punto de 
mantener o pasar los registros -este es un tema de debate que nos cuesta a quienes hemos trabajado 
en la materia; en mi caso, he trabajado veintinueve años en el tema penitenciario y en la protección de 
niños- implica tener que aceptar que en este momento la realidad de los menores de 18 años es 
totalmente diferente a lo que fue en décadas anteriores y que conocimos bajo otra expresión de las 
inconductas, que no llegaban antes de los 18 años a delitos de la gravedad que hoy llegan. Si llegaban, 
el registro era excepcional. Había algún caso en toda esa historia en el cual hubiera existido 
homicidios, violaciones, copamientos u otras infracciones. Hoy en día, esa es la tónica. 


Quiere decir que la escalada de violencia de esta minoridad, generalmente en otras décadas, 
era en forma progresiva y podía sumarse a partir de los dieciocho años si su inicio en las infracciones 
había sido temprano: a los siete, diez o doce años. La escalada continuaba y veíamos expresiones de 


mucha violencia a partir de los dieciocho años; ahora todo eso bajó. Quiere decir que ahora, 
mayormente, la generalidad de la delincuencia menor de dieciocho años llegó al tope de las más 
graves infracciones. Ese es un cambio social que tenemos que reconocer, que hoy lo tenemos sobre la 
mesa y, por eso, se está discutiendo este tema. 


Entonces, uno de los criterios sería pensar y analizar que si no fuimos capaces de detectar, 
atender o interrumpir los ciclos de violencia para rehabilitar antes de los dieciocho años, tenemos que 
posibilitar para esos jóvenes que eso ocurra en algún momento. Si han cumplido dieciocho años y no 
pasó antes, deberá ser desde esa edad en adelante. 


Voy a poner un ejemplo ilustrado que es el siguiente. Si tenemos un individuo que cumplidos 
los dieciocho años comete un hurto simple, va a ser valorado primero por su primariedad absoluta en el 
delito; segundo, porque el delito es menor; tercero, porque las probabilidades de salir rápidamente con 
una libertad provisional son muy altas y, cuarto, porque si cumple la totalidad de la pena -en el caso de 
que la cumpla- o que salga con una libertad anticipada por ese delito, es probable que el tiempo 
cumplido a partir de los dieciocho años por ese delito sea escaso o insuficiente y no dé tiempo a la 
intervención de los programas de rehabilitación para hacer algo por este individuo y su futuro. 


Si esa misma persona que cumplió los dieciocho años comete un hurto simple pero, 
anteriormente, registra el tope de la escalada de violencia que hemos mencionado en cualquiera de los 
rubros de los delitos más graves, habrá que contenerla en función de factores de vulnerabilidad que 
den al sistema el espacio y el tiempo suficientes para intentar esa rehabilitación. Ese es un ejemplo 
que nos puede dar la tónica de lo que pasa diariamente. De lo contrario -en función de la estadística 
que hemos estudiado en los últimos años- nosotros auguramos una reincidencia segura para esa 
excarcelación temprana; por eso, tenemos estos números de reincidencia. 


Respecto a la definición de inadaptados, debo decir que no la comparto porque creo que en 
la etapa adolescente todavía hay tiempo. 


SEÑOR VIERA.- Comúnmente, la sociedad habla de inadaptados sociales que, en definitiva, serían 
pacientes psiquiátricos con una disfunción crónica, como me lo definieron algunos profesionales que 
me asesoraron. Esos son los que no reconocen, generalmente, entre el bien y el mal; están enfermos. 


SEÑORA FULCO.- Nos estamos parando en el campo de la psicopatía y creo que eso depende de una 
buena clasificación interna, tanto en el sistema juvenil como en el adulto, para poder proveer el 
tratamiento que corresponda a esta psicopatología que es la psicopatía y que, por lo general, produce 
presos de buena conducta, y eso es lo engañoso. 


Además, reglas mínimas de las Naciones Unidas respecto al tratamiento del delincuente nos 
indican que necesariamente hay que hacer una separación cuando se detectan y clasifican 
enfermedades psiquiátricas, que deben estar fuera del sistema penitenciario o del de reclusión; deben 
estar en otro tipo de sistema que generalmente está bajo la órbita de la salud. Allí van los enfermos 
diagnosticados certeramente, con una patología psiquiátrica irreversible. Pero ahí no hablamos de la 
psicopatía porque eso va por otro camino y corresponde la reclusión con un sistema particular de 
tratamiento a la interna. 


SEÑOR BENTANCOR.- Es muy delicado el tema de la privacidad de los datos, puesto que eso debe 
ser garantía para dar lugar a una situación que no obstaculice la rehabilitación de quien fuera menor 
infractor y ahora es mayor. Digo esto porque si la confiabilidad que tenemos en el resguardo de los 
datos no fuera tal -pretendemos que así sea- podría darse una suerte de "clearing". Por lo tanto, si 
existiese un banco de datos, estoy seguro de que habría gente hurgando en él cuando alguien le vaya 
a pedir trabajo para saber si se lo otorga o no. Quizás, entonces, pretendiendo hacer un bien y 
teniendo el prontuario de la persona, posiblemente lo estemos perjudicando. 


Inclusive, en la Junta Anticorrupción -en la que nosotros hemos declarado y debemos llenar 
un formulario cada dos años- ha habido muestras sobradas de que hay gente que se entera de lo que 


está declarando otro por la vía de que de pronto levanta acusaciones y dice: "¿Cómo que no tenía dos 
autos si yo sé que tiene tres?". ¿Quién le dio ese dato? 


Entonces, se me puede decir que la Suprema Corte de Justicia podría ser la caja fuerte para 
guardar estas cosas. 


De todos modos, para mí es un dato no menor tener la absoluta seguridad de que ese banco 
de datos -que es importante, más allá de la conclusión a la que llegue la Comisión- debe estar 
preservado de la divulgación o de la perforación que pueda haber, puesto que los intereses que se 
pueden herir son precisamente los que tratamos de proteger. Me refiero a una reinserción y una 
rehabilitación de quien delinquió cuando era joven, ahora que tiene edad de mayor. 


SEÑOR LACALLE POU.- Voy a contestar esto, aunque no en nombre del señor Ministro. Como en 
2006 presentamos este proyecto de ley -que ha tenido su peregrinación en esta Casa- específicamente 
tienen que suceder dos o tres cosas. La primera, que devenga en mayor de edad; la segunda, que 
cometa un delito y la tercera, que el Juez solicite los datos. En tal sentido, los antecedentes 
permanecen en custodia y no están abiertos a cualquiera que los quiera ver; permanecen en custodia 
del INAU por el tiempo que determine esta Casa y, simplemente, serán utilizados para el caso concreto 
de ser llevado ante el Juez por la supuesta comisión de un delito, devenido en mayor. Mientras tanto, 
los antecedentes están en custodia y no están abiertos a la opinión pública. 


SEÑOR PEREIRA.- Entiendo la diferencia que había con los datos del Observatorio y de UNICEF. El 
señor Ministro nos deja planteada una cifra que, sin duda, va a ser de utilidad para el trabajo de la 
Comisión. Sin embargo, me gustaría que se nos enviara una progresión con esa base de cálculo, algo 
que será útil para el trabajo futuro de la Comisión. 


Por otro lado, sé que en el período pasado existió cierta coordinación entre el INAU, el 
Ministerio del Interior y la Suprema Corte de Justicia para afinar ciertos criterios. Me gustaría saber si 
eso sigue existiendo, básicamente a la luz de una información brindada por el señor Presidente del 
INAU en la sesión pasada en cuanto a que los datos de reincidencia en menores con medidas 
alternativas a la privación de libertad ronda el 2% o el 3% y es de alrededor del 60% para quienes 
tienen medidas privativas de libertad. 


Dado que en alguna oportunidad vamos a recibir a la Suprema Corte de Justicia, la última 
consulta que quiero realizar es con respecto a que los Jueces han dicho que hoy toman los datos con 
dos características. 


(Interrupción del señor Representante Orrico) 


Una de ellas tiene que ver con que cuando un adulto comete un delito, primero se lo manda a 
cumplir la pena como adulto e, inmediatamente, como es lógico, si tiene pendiente alguna pena como 
menor, vuelve al sistema de medidas privativas de la libertad de menores. Y, la otra, es la que no me 
queda clara, porque, si el proceso se da al revés, ¿cómo justifica el Juez haber levantado los 
antecedentes o haberlos tenido en cuenta? El primer caso es bien claro, el individuo cumple sus 
medidas como adulto y, en ese mismo acto, se sabe que tiene medidas no cumplidas como menor. 
Pero, reitero que si el proceso es al revés, no entiendo cómo se justifica. Probablemente tengamos que 
realizar esta pregunta a la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No sé qué va a responder la Suprema Corte de Justicia. Quiero 
aclarar que hoy hay más de ochenta mayores de edad cumpliendo privación de libertad en el INAU, 
que precisamente serían los casos que se han mencionado. Reitero que son más de ochenta. Con 
respecto a la pregunta del señor Diputado Bentancor, coincido con la respuesta que dio el señor 
Diputado Lacalle Pou. Es decir que la persona tiene que haber cometido delito, tiene que ser mayor y 
debe ser el Juez el que pida los antecedentes. Además, quiero aclarar que el único fin de esto tiene 
que ver con el proceso judicial y no con los antecedentes policiales. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero realizar algunas precisiones. 


En primer lugar, si un individuo tiene una cuenta pendiente como menor de dieciocho años y, 
luego, como mayor comete un delito y cae, el Juez Penal tiene que pasarlo al Juez de Menores por una 
cuestión de preeminencia. Es un problema muy sencillo de resolver porque es una cuestión de fechas: 
primero tiene que cumplir en un lugar y luego va para el otro lado. Es así. No caben demasiadas 
dudas. 


En segundo término, si realmente se aplican antecedentes, se demuestra lo que estaba 
diciendo el señor Diputado. Nosotros estamos asombrados de cómo algunos periodistas de 
determinados medios manejan, con toda soltura y libertad, declaraciones bajo juramento que se hacen 
en sobre cerrado, por ejemplo, en la Junta Anticorrupción; digo esto sin alusiones. De manera que creo 
que es un dato de la realidad -más allá de que haya que hacer o no un registro- que en este país hay 
gran cantidad de registros que se hacen públicos. 


En tercer lugar, a mí me parece grave que la Suprema Corte de Justicia diga que los Jueces 
aplican antecedentes porque, más allá de lo que se opine sobre ellos, la ley ordena destruirlos. 
Entonces, si eso es así, me preocupo mucho más todavía. Por lo tanto, creo que hay que tener cuidado 
porque, al igual que en el derecho laboral, en estos casos se debe partir del principio de realidad y, 
como decía Joan Manuel Serrat, "nunca es triste la verdad, lo que no tiene es remedio". Por 
consiguiente, es un dato del cual debemos partir. 


Quiero aclarar que no me estoy expidiendo sobre el fondo del asunto. Simplemente digo que 
parece que el señor Diputado Bentancor planteó algo que aparentemente no podía suceder; sin 
embargo, basta analizar dos o tres ejemplos planteados en esta sesión por parte de algunos señores 
Legisladores para darnos cuenta de que hay situaciones en las que claramente se han violado 
disposiciones legales. Entonces, no importa que la ley mande decir que hay cosas que no se hacen; lo 
cierto es que algunos las hacen. Por lo tanto, hay que tener en cuenta estas cosas y después 
discutiremos el fondo del asunto. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quiero aclarar que yo no dije que haya un registro de 
antecedentes. La Suprema Corte de Justicia no maneja un registro de antecedentes. Dije que se sabe 
quiénes han hecho determinadas cosas, sobre todo en los casos de reiteración profusa. Entonces, se 
maneja lo que yo dije y no sé si para que conste en la versión taquigráfica se dice lo mismo. 


Deseo destacar que en este tema si no transparentamos lo que pasa, no vamos a avanzar 
absolutamente nada. 


SEÑOR LACALLE POU.- Cuando fuimos a visitar al Presidente de la Suprema Corte de Justicia, una 
de las preguntas que le hicimos fue que en el caso de que el Magistrado tenga enfrente a alguien que 
sabe que ha cometido infracciones a la ley penal, que es tristemente célebre, que sale en los diarios y 
lo conoce todo el mundo, ¿qué hace el Juez? El Presidente de la Suprema Corte de Justicia me 
contestó que el Juez aplica la ley aun sabiendo que no está acompasando la realidad porque no 
puede, porque los antecedentes se destruyen física y formalmente, y jurídicamente no existen. 
Entonces, el Juez tiene que actuar cual si fuera un primario absoluto, aun sabiendo que está siendo 
injusto de acuerdo a la realidad circundante. Es decir que la información que tengo es a la inversa, es 
decir que el Juez no las puede aplicar, que no las aplica, aun sabiendo que no está siendo justo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro del Interior y a su equipo de asesores la rápida 
respuesta a la convocatoria. 


(Se retira de Sala el señor Ministro del Interior y su equipo de asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a repasar la agenda prevista. 


Creo que la intervención del señor Ministro del Interior fue bastante jugosa al igual que la del 
Presidente del Directorio del INAU en la sesión pasada. 


En la próxima sesión, el jueves 16 a la hora 11, recibiremos a la Suprema Corte de Justicia 
-que aún no ha confirmado su presencia- y, a la hora 11 y 30, al Representante de UNICEF en 
Uruguay; el lunes 20, recibiríamos al Director del Instituto de Sociología Jurídica de la Facultad de 
Derecho y al Secretario Ejecutivo del Comité de Derechos del Niño. Con eso, terminaríamos la ronda 
de consultas y opiniones, y nos quedarían los días jueves 23 y lunes 27 para procesar eventuales 
acuerdos. 


Esta Comisión finaliza el lunes 27 y tiene plazo hasta el día 29. Pero creemos que no están 
dadas las condiciones para presentar un informe y convocar a la Asamblea General para el 29 de 
diciembre. Hay que tener en cuenta que, además de producir el informe, estaremos votando leyes en 
ambas Cámaras en sesiones extraordinarias y habría que apretar demasiado el cronograma. Por ello, 
la propuesta es convocar a la Asamblea General para la primera semana de marzo de modo de dar el 
informe al Cuerpo y comunicar los acuerdos y disensos que surjan. 


SEÑOR LACALLE POU..- El Partido Nacional ha presentado su proyecto de ley que aspiramos a que 
sirva de base para la discusión. 


Después de recibir a las delegaciones, lo que queda es que el Gobierno y el Partido 
Colorado definan su posición. A nosotros no nos parece necesario venir dos veces a mirarnos las 
caras. Podemos tener conversaciones informales por fuera de la Comisión y ver cuál es el documento 
que se va a presentar que, seguramente, tendrá formato de proyecto de ley o algo similar. 


En definitiva, habría que terminar con las visitas de las delegaciones el día 20 y no hacer otra 
sesión hasta que digamos: "Ahora sí, por los puntos". 


Por otra parte, tengo entendido que los presupuestos de ambas Cámaras se van a votar en 
febrero. Quizás, se podría aprovechar ese día para convocar una sesión de la Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Son bienvenidas las propuestas del señor Diputado. 


En primer lugar, las palabras del señor Diputado corroboran la agenda. En la medida en que 
avancemos en conversaciones informales, es posible que el jueves 23 estemos en condiciones de 
reunirnos. 


En segundo término, la propuesta de la Asamblea General es una posibilidad a valorar. 
Nosotros propusimos la primera semana de marzo porque nos parecía un tiempo prudente que 
permitía, con la mayor celeridad posible, dar respuesta a la solicitud del Cuerpo. 


SEÑOR ORRICO.- Voy a formular una precisión: más allá de todos ustedes, quiero comunicar al señor 
Diputado Lacalle Pou que la cosa no se trata de vernos las caras; tengo mejores caras para ver que las 
de ustedes. No se ofenda nadie. 


Hoy, 13 de diciembre, aniversario del nacimiento del General Seregni, voy a recordar una 
frase que siempre nos decía a sus colaboradores: "Cuando lleguemos al río, cruzaremos el puente". 


Creo que es prematuro hacer futurología sobre cómo van a ser las sesiones siguientes y fijar 
cualquier fecha porque no solo se trata de terminar acá, ponerse de acuerdo y que haya hasta cuatro 
informes -porque hay cuatro partidos representados- sino que tenemos que ver hasta dónde se puede 
llegar y cuáles son las decisiones políticas: si lo que se quiere es llegar a un informe único -en cuyo 
caso cada uno aflojará en algo- o no se puede, y tendrán que presentarse cuatro. Ahora no se puede 
adelantar eso. 


Me parece que no se puede decir tranquilamente que esto ya está porque los proyectos ya 
se han presentado. Por algo, esos proyectos están hace tanto tiempo y nunca se aprobaron: porque no 
hay consenso político alrededor de ellos. Si se puede construir, ¡fenómeno! Pero realmente me parece 
prematuro definir hoy esas cosas. 


SEÑOR NIN NOVOA.- La Comisión tiene como objeto presentar un documento que sirva de base para 
una legislación nueva en la materia. Creo que nosotros cumpliremos con nuestro cometido en la 
medida en que presentemos uno o dos documentos -ojalá fuera uno- al Presidente de la Asamblea 
General, quien convocará a sesión a los efectos de discutirlos. 


Me parece que ese es el procedimiento. 


SEÑOR LACALLE POU.- Entre gitanos no nos adivinamos la suerte. Hay un proyecto de ley 
presentado hace mucho tiempo, en 2006, que ha tenido el rechazo sistemático por parte de la mayoría. 
Hoy, la mayoría está reviendo la posición en algunos temas. Lo que tenemos que esperar es la 
definición interna del Frente Amplio, además de la del Partido Colorado y del Partido Independiente 
que, según se lee en los programas de Gobierno, ha estado más en sintonía con la nuestra. 


Me parece que ir fijando sesiones sin saber si se va a llegar a un acuerdo o no, no es lo más 
acertado. Es mucho mejor que nos juntemos dos o tres integrantes y hagamos un punteo. A mi juicio, la 
próxima sesión formal después de recibir a las delegaciones debe realizarse para expresar en lo que 
se está de acuerdo o no y hacer los informes. 


SEÑOR MOREIRA.- Más allá de las diferencias que existen en cuanto al abordaje de determinados 
temas, me parece bien importante haber recibido el testimonio del Directorio del INAU y del señor 
Ministro del Interior, que es el que tiene a su cargo la seguridad pública; es el gran responsable. 
Nosotros también lo somos, pero en otra medida y en otro campo de acción. 


Ha quedado de manifiesto la enorme importancia de la participación de los menores y de 
determinadas cosas que serán un elemento de convicción inclusive para los que en principio se 
oponían a ciertas cosas. Yo, después de escuchar al señor Ministro, llego a determinadas 
conclusiones; después de escuchar al Directorio del INAU, también. Me parecieron positivas las 
revelaciones que hicieron. Podemos avanzar sobre la posibilidad de una transición hacia un Instituto 
Nacional de Rehabilitación. Hay cosas que se van encaminando. No soy tan pesimista. En algunas 
cosas no nos pondremos de acuerdo, pero me parece que podemos llegar a un consenso sobre 
determinados puntos que serán muy importantes para mejorar las condiciones de la seguridad pública. 
El mandato es ser positivos y ponernos de acuerdo. Hoy, no hay ningún uruguayo que en esto tenga 
una visión partidista o ideológica. La preocupación es de todos. La gente nos está exigiendo que nos 
pongamos de acuerdo. No sé si lo lograremos, pero ese es el espíritu que tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una precisión sobre el tema de los datos. A efectos de que no 
quede un eventual consenso en esta Sala acerca de lo que se ha dicho, en mi opinión, la diferencia 
tiene que ver con las fuentes, con cómo se construyen los datos y con cómo se analizan los 
porcentajes. Si esta Comisión entiende conveniente discutir sobre esto, lo podemos hacer, pero no 
quiero dar por bueno un eventual consenso que no existe respecto a este punto. Obviamente, no 
vamos a hacerlo en este momento porque en esta Sala sesionará otra Comisión. Hago esta aclaración 
para que conste en la versión taquigráfica. 


SEÑOR MOREIRA.- Creí escuchar -quizás escuché mal- que el señor Ministro estaba hablando de 
procesamientos. Es decir que el origen de los datos es la Justicia; en un caso, la Justicia de menores y, 
en otro, de mayores. Escuché hablar de más de quinientos procesamientos de mayores por rapiña y de 
más de trescientos de menores. Esos son datos provenientes del Poder Judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En otra oportunidad, le puedo pasar algunos datos del Poder Judicial. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 50.) 


Material aportado por el señor Ministro del Interior 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


